LINEAMIENTOS DE DESINCOPORACIÓN DEL COMITÉ DE BIENES MUEBLES DEL PODER EJECUTIVO DEL ESTADO DE HIDALGO

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 1.  Los presentes Lineamientos son de orden público e interés general y tienen por objeto establecer las reglas, operación y criterios técnico-administrativos para la desincorporación y determinación del destino final de los bienes muebles que integran el patrimonio de la Administración Pública Centralizada del Poder Ejecutivo del Estado de Hidalgo.
La facultad para el análisis, dictaminación y autorización de dichos procesos recae en el Comité de Bienes del Poder Ejecutivo del Estado de Hidalgo, de conformidad con la Ley de Bienes del Estado de Hidalgo, las Normas Generales en la materia y su Acuerdo. 
Artículo 2. Las disposiciones contenidas en los presentes Lineamientos son de observancia general y obligatoria para todas las dependencias que integran la Administración Pública Centralizada del Poder Ejecutivo del Estado de Hidalgo, de conformidad con la ley de la materia. 
Las entidades de la Administración Pública Paraestatal podrán adoptar los presentes Lineamientos o utilizarlos como base para la emisión de su propia normativa interna, siempre que no contravengan las disposiciones de la Ley de Bienes del Estado de Hidalgo. La vigilancia del cumplimiento de este instrumento corresponderá a la Oficialía Mayor, sin perjuicio de las facultades de fiscalización que correspondan a la Secretaría de la Contraloría y demás órganos fiscalizadores competentes.
Artículo 3. La desincorporación de bienes se regirá por los principios de legalidad, eficiencia administrativa, control y trazabilidad patrimonial, transparencia y responsabilidad institucional de las dependencias
Artículo 4. La responsabilidad administrativa, patrimonial y jurídica de los bienes muebles corresponde a la dependencia promovente que ejerza la custodia física, subsistiendo de manera ininterrumpida, hasta la firma del acta entrega-recepción del destino final, o en su caso, su ingreso formal al Almacén General.
CAPÍTULO II
DE LA IDENTIFICACIÓN Y DICTÁMEN DE NO UTILIDAD
Artículo 5.  Las dependencias tienen la obligación permanente de identificar y seleccionar los bienes muebles bajo su resguardo que sean susceptibles de desincorporación, cuando se ubiquen en alguno de los siguientes supuestos:
I. Deterioro Físico o Funcional: Bienes muebles cuyo estado de conservación impida su operación o cuya reparación resulte técnicamente inviable.
II. Obsolescencia Técnica: Bienes muebles que, aun funcionando, han sido superados por avances tecnológicos que los hacen ineficientes, incompatibles con los sistemas actuales o cuyo software y refacciones ya no tengan soporte en el mercado.
III. Obsolescencia Económica: Aquellos bienes muebles cuyo costo de mantenimiento, operación, almacenaje o reparación sea superior o desproporcionado en relación con su valor comercial o el beneficio que aportan al servicio público.
IV. Inutilidad para el Servicio: Bienes muebles que, por cambios en las atribuciones o estructura de la dependencia, han dejado de ser necesarios para el cumplimiento de sus metas y objetivos.
V. Riesgo a la Seguridad o Medio Ambiente: Bienes muebles que, por sus componentes, sustancias o estado de degradación, representen un peligro para la integridad de las personas, las instalaciones o el equilibrio ecológico, debiendo priorizar en este caso su desincorporación inmediata bajo el esquema de destrucción o disposición especial.
Artículo 6. La determinación de que un bien ha dejado de ser útil para el servicio público deberá formalizarse a través de un Dictamen Técnico-Administrativo, el cual constituirá el documento base para la procedencia del trámite. Dicho dictamen deberá contener, de manera enunciativa más no limitativa, los siguientes elementos:
a) Identificación y Descripción Plena: Marca, modelo, número de serie, color y características técnicas que permitan la identificación inequívoca del bien mueble.
b) Diagnóstico de Estado Físico y Operativo: Descripción detallada de las condiciones actuales de funcionamiento y el cálculo de la vida útil remanente, sustentado en el desgaste natural o técnico.
c) Justificación de la Desincorporación: Exposición razonada que vincule el estado del bien con alguno de los supuestos previstos en el Artículo 5 de estos Lineamientos, demostrando que su permanencia en el patrimonio genera un perjuicio o ineficiencia administrativa.
d) Datos de Control Patrimonial: Número de inventario registrado en el sistema oficial, folio de resguardo y valor contable actualizado al momento de la solicitud, debiendo coincidir estrictamente con el registro en la Cuenta Pública.
e) Registro Fotográfico: Anexo técnico con imágenes legibles y fechadas que muestren el estado general del bien, así como sus números de identificación física.
CAPÍTULO III
DE LA INTEGRACIÓN DEL EXPEDIENTE ÚNICO
Artículo 7. Las dependencias tienen la obligación de integrar un Expediente Único de Desincorporación, el cual deberá presentarse de manera foliada y ordenada, conteniendo los siguientes documentos originales o copias debidamente certificadas:
I. Solicitud Formal: Oficio suscrito por la persona titular de la dependencia o el área administrativa autorizada, dirigido a la Secretaría Ejecutiva del Comité.
II. Dictamen Técnico-Administrativo: Elaborado conforme a los requisitos establecidos en el Artículo 6 de estos Lineamientos.
III. Constancia de Registro Patrimonial: Documento impreso del Sistema de Inventarios vigente que acredite la propiedad y situación administrativa del bien.
IV. Avalúo Comercial o de Desecho: Cuando el destino final sea la enajenación o permuta, se deberá adjuntar el avalúo emitido por perito autorizado o por autoridad competente, el cual deberá ser solicitado por la Dependencia Promovente y validado por la Dirección General de Recursos Materiales, con una antigüedad no mayor a 180 días naturales.
V. Propuesta de Destino Final: Justificación de la modalidad sugerida (enajenación, donación, destrucción, etc.), analizando el costo-beneficio para el Estado.
Artículo 8.  La persona titular del área administrativa de la dependencia promovente será la responsable directa ante el Comité de Bienes Muebles del poder Ejecutivo del Estado de Hidalgo por:
I. Veracidad de la Información: Asegurar que las condiciones físicas reportadas y los motivos de la baja correspondan estrictamente a la realidad.
II. Integridad Documental: Garantizar que el expediente cuente con todos los soportes legales requeridos, evitando la omisión de datos que pudieran inducir a error al Comité.
III. Congruencia Patrimonial: Validar que los datos del expediente coincidan plenamente con los registros contables y de inventario de la Administración Pública.
IV. Custodia de los Bienes: Mantener bajo su estricta guarda y responsabilidad los bienes sujetos al trámite, hasta en tanto se realice la entrega física definitiva derivada del dictamen del Comité.


CAPÍTULO IV
DE LA VALIDACIÓN Y CONTROL PREVIO
Artículo 9. Corresponde a la Dirección General de Recursos Materiales la función de análisis y validación previa de los expedientes, de todas las solicitudes de desincorporación. Para tal efecto, realizará las siguientes funciones de validación:
I. Revisión Normativa: Verificar que el expediente cumpla íntegramente con los requisitos establecidos en los presentes Lineamientos y demás disposiciones aplicables.
II. Validación de Inventario: Cotejar la información proporcionada contra los registros oficiales del Sistema de Inventarios para asegurar la plena coincidencia de datos.
III. Procedencia: La Dirección General de Recursos Materiales podrá rechazar de plano aquellas solicitudes que sean notoriamente improcedentes o que no justifiquen el beneficio para la Hacienda Pública.
IV. Impedimento de Sesión: En ninguna circunstancia se integrarán al Orden del Día del Comité de Bienes Muebles del poder Ejecutivo del Estado de Hidalgo, expedientes que no cuenten con la Constancia de Validación Técnica emitida por la Dirección General de Recursos Materiales.

Artículo 10. Cuando la Dirección General de Recursos Materiales detecte inconsistencias, omisiones o errores en la integración del expediente único, podrá prevenir a la dependencia promovente, informando sobre los hallazgos detectados y suspendiendo de inmediato el curso del trámite, otorgándole un plazo improrrogable de hasta 5 días hábiles, contados a partir del día siguiente de la notificación, para subsanar las observaciones o remitir la información complementaria.
Si transcurrido el plazo señalado la dependencia no atiende la prevención o lo hace de manera insuficiente, el trámite será cancelado administrativamente y el expediente le será devuelto, debiendo iniciar un nuevo procedimiento si persiste el interés en la desincorporación.
Solo en casos cuya complejidad técnica lo justifique, la dependencia podrá solicitar una prórroga única de hasta 5 días hábiles adicionales, siempre que se pida antes del vencimiento del plazo original.
CAPÍTULO V
DE LA INTERVENCIÓN DEL COMITÉ
Artículo 11. Los expedientes que hayan cumplido satisfactoriamente con la validación técnica previa de la Dirección General de Recursos Materiales serán integrados en el Orden del Día de la sesión correspondiente. Para tal efecto:
I. Convocatoria: Se realizará a través de la Secretaría Ejecutiva conforme a los plazos y formalidades establecidas en su acuerdo de creación.
II. Exposición: La Secretaría ejecutiva el concentrado de los asuntos validados previamente en la Dirección General de Recursos Materiales.
III. Quórum: Las propuestas solo podrán someterse a dictaminación cuando exista quórum legal, de conformidad con el Acuerdo de Creación del Comité.
Artículo 12. El Comité, tras el análisis del expediente y la deliberación de sus integrantes, emitirá su resolución en alguno de los siguientes sentidos:
I. Autorizado: Cuando el expediente cumpla con todos los requisitos legales, técnicos y financieros, procediendo de inmediato a la ejecución del destino final.
II. Condicionado: Cuando se requiera una modificación menor o una aclaración documental que no altere el fondo del asunto. El acta señalará el plazo para solventar la condición.
III. Diferido: Cuando el Comité determine que se requiere mayor información, un nuevo avalúo o una inspección física adicional antes de resolver.
IV. Rechazado, Suspendido o Cancelado: Cuando la solicitud sea notoriamente improcedente, el bien aún sea útil para el servicio público, se comprueben o sospechen arreglos y colusión entre los participantes de una subasta, existan irregularidades graves en el proceso, o se detecte que el expediente contiene información falsa o alterada
Artículo 13. De cada sesión ordinaria o extraordinaria celebrada por el Comité, la Secretaría Técnica levantará un acta circunstanciada que contendrá el orden del día, la lista de asistencia, el desahogo de los puntos y el sentido de los acuerdos emitidos:
I. Fundamentación y Motivación: Los acuerdos deberán citar expresamente los preceptos legales aplicables y las razones de hecho que justifican la desincorporación.
II. Votación: Los acuerdos se tomarán por mayoría de votos. En caso de empate, la persona titular de la Presidencia ejercerá el voto de calidad.
III. Notificación: La Secretaría Ejecutiva notificará los acuerdos a las dependencias promoventes en un plazo no mayor a 5 días hábiles posteriores a la sesión, con excepción de los asuntos aprobados para enajenación inmediata por licitación pública, subasta pública o invitación a cuando menos tres personas, los cuales deberán notificarse dentro de las 24 horas siguientes para cumplir con los plazos normativos de publicación.
En caso de que el rechazo, suspensión o cancelación derive de la detección de información falsa, alteración de documentos o conductas colusivas entre servidores públicos o particulares, la Secretaría Ejecutiva del Comité estará obligada a remitir el expediente de forma inmediata al Órgano Interno de Control competente, para el inicio de los procedimientos sancionatorios previstos en la Ley General de Responsabilidades Administrativas y la legislación penal aplicable para el Estado de Hidalgo
CAPÍTULO VI
DEL DESTINO FINAL Y EJECUCIÓN
Artículo 14. Las modalidades de destino final de los bienes muebles que el Comité podrá dictaminar y autorizar, de conformidad con la Ley de Bienes del Estado de Hidalgo y las Normas Generales vigentes, son las siguientes:
I. Enajenación: Que se realizará invariablemente a través de los procedimientos de:
a) Licitación Pública.
b) Invitación a cuando menos tres personas.
c) Adjudicación Directa (únicamente en los supuestos de excepción previstos por la norma).
d) Subasta Pública.
II. Donación o Comodato: Dirigida a Municipios, Instituciones de Beneficencia, Educativas o Culturales, de conformidad con los requisitos de las Normas Generales. Cuando el valor de los bienes a donar exceda el equivalente a 10,000 veces la Unidad de Medida y Actualización (UMA) vigente, se requerirá obligatoriamente la autorización expresa del Titular del Ejecutivo Estatal.
III. Permuta o Dación en Pago: Para el intercambio de activos o la extinción de obligaciones pendientes de pago contraídas previamente por el Estado, sujeto a la disponibilidad y leyes civiles aplicables (pp. 28-29).
IV. Destrucción: Aplicable cuando los bienes, por su estado físico, pongan en peligro la salubridad, la seguridad pública o el medio ambiente, o bien, cuando se hayan declarado desiertas las etapas obligatorias de licitación pública e invitación a cuando menos tres personas y técnicamente se justifique la inviabilidad de la subasta. 
Artículo 15.  Para determinar la modalidad de destino final, el Comité evaluará de manera integral los siguientes criterios técnicos:
I. Valor Económico: El valor comercial o de desecho determinado mediante avalúo vigente o guía de precios de mercado.
II. Estado Físico: El diagnóstico mecánico, funcional o de integridad que determine si el bien es reusable o debe ser considerado desecho.
III. Costos de Recuperación: Análisis de costo-beneficio que evalúe si el gasto de reparación, almacenamiento o traslado supera el valor real del bien.
IV. Interés Público: Priorización del beneficio social o institucional sobre el beneficio económico particular.
V. Normatividad Aplicable: Sujeción estricta a las leyes de austeridad, protección ambiental y transparencia vigentes en el Estado de Hidalgo.
Artículo 16.  La Dirección General de Recursos Materiales de la Oficialía Mayor del Poder Ejecutivo del estado de Hidalgo tendrá a su cargo la instrumentación, ejecución y seguimiento operativo de los acuerdos emitidos por el Comité de Bienes, teniendo las siguientes obligaciones específicas:
I. Validar técnicamente la integración de los Expedientes Únicos de desincorporación presentados por las dependencias.
II. Elaborar y publicar las convocatorias y las Bases de Licitación o Subasta Pública autorizadas por el Comité, coordinando las visitas de inspección física de los participantes.
III. Instrumentar y remitir para la firma de la persona titular de la Oficialía Mayor los contratos, convenios o actas de donación que formalicen la transmisión de la propiedad de los bienes.
IV. Gestionar y asegurar que los ingresos económicos obtenidos por los procesos de enajenación sean enterados de forma inmediata a la Secretaría de Hacienda del Estado de Hidalgo, de conformidad con las leyes fiscales y presupuestarias locales.
V. Supervisar de manera estricta el retiro físico de los bienes enajenados, destruidos o donados, y vigilar que las dependencias promoventes realicen la baja real y la actualización inmediata en el Sistema de Inventarios del Estado.
Artículo 17. Las dependencias resguardantes de los bienes están obligadas a:
I. Mantener la custodia y conservación de los bienes en las condiciones reportadas hasta firma del acta entrega-recepción del destino final o en su caso ingreso formal al almacén general.
II. Facilitar el acceso al personal de la Dirección General de Recursos Materiales para la inspección, loteo y retiro de los bienes.
III. Entregar los bienes libres de cualquier gravamen o responsabilidad administrativa, acompañados de su documentación original y el acta de entrega correspondiente.
IV. Realizar el seguimiento administrativo hasta confirmar la baja en sus registros auxiliares de inventario.



CAPÍTULO VIII
DEL CONTROL PATRIMONIAL Y CIERRE
Artículo 18. Una vez ejecutado materialmente el destino final del bien y formalizado el acto jurídico correspondiente, la Dirección General de Recursos Materiales y las dependencias promoventes, en el ámbito de sus respectivas competencias, estarán obligadas a concluir el cierre administrativo, patrimonial y contable en un plazo no mayor a cinco días hábiles, sujetándose estrictamente al siguiente procedimiento:
a) Actualización Inmediata del Sistema de Inventarios: La Dirección General de Recursos Materiales procesará de forma digital el estatus de "Baja definitiva por Desincorporación" en el Sistema de Inventarios del Estado de Hidalgo. El registro electrónico deberá asociarse de manera obligatoria al número de acta de la sesión del Comité, la fecha de ejecución material, el Comprobante Fiscal Digital por Internet (CFDI) o factura de venta emitidos, y el folio del documento de salida física del almacén.
b) Cancelación y Liberación de Resguardos: La Dirección de Administración o equivalente de la dependencia de origen emitirá y notificará, en un plazo máximo de tres días hábiles posteriores a la salida del bien, la constancia de cancelación de resguardos individuales. Este documento liberará formalmente de toda responsabilidad patrimonial y administrativa a los servidores públicos que ejercían la custodia o resguardo del activo mueble.
c) Conciliación, Registro Contable y Afectación a la Cuenta Pública: La Dirección General de Recursos Materiales remitirá un expediente de cierre a la Dirección General de Contabilidad Gubernamental de la Secretaría de Hacienda del Estado. Este expediente contendrá copia de la resolución del Comité, el acta circunstanciada de entrega-recepción o destrucción, y el recibo oficial de ingresos correspondiente. Lo anterior, con la finalidad de que se aplique el asiento contable de baja en las cuentas de activo no circulante y se refleje el impacto financiero en la Cuenta Pública del Estado, en estricto cumplimiento a los postulados y momentos contables determinados por la Ley General de Contabilidad Gubernamental y el Consejo Nacional de Armonización Contable (CONAC)
Artículo 19. Con el objeto de garantizar la transparencia y la rendición de cuentas, la Secretaría Ejecutiva del Comité deberá instrumentar un acta de Desincorporación por cada asunto, debiendo circunstanciar:
I. Evidencia de Dictaminación: Acta de la sesión del Comité debidamente suscrita (autógrafa o electrónica) y la resolución fundada y motivada.
II. Evidencia de Ejecución: Contratos de compra-venta, actas de donación, certificados de destrucción o comprobantes de ingreso a la Hacienda Pública según sea el caso.
III. Evidencia de Baja: Constancia de movimiento en el sistema de inventarios y acuse de recibo de la notificación contable. 
Dicha acta formará parte de la evidencia documental definitiva para atender los requerimientos de auditoría, fiscalización y acceso a la información pública.
CAPÍTULO IX
RESPONSABILIDADES
Artículo 20. La omisión o deficiencia en la integración del expediente único, el incumplimiento o retraso injustificado en el seguimiento de los acuerdos emitidos por el Comité, así como la falta de veracidad en la información y documentación presentada, darán lugar a las responsabilidades administrativas, civiles o penales que correspondan, de conformidad con la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de Hidalgo y demás normatividad aplicable.

TRANSITORIOS

PRIMERO. Los presentes Lineamientos entrarán en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado de Hidalgo.
SEGUNDO. Los expedientes de desincorporación y procedimientos de enajenación que se encuentren en trámite o iniciados de manera previa a la entrada en vigor del presente instrumento se tramitarán y resolverán conforme a las disposiciones vigentes al momento de su inicio.
TERCERO. Se deroga todo aquello que se oponga en los presentes Lineamientos.
